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Introducción

La agenda latinoamericana de seguridad atraviesa por un impor-
tante momento de transición, como resultado de los cambios 
en el carácter y naturaleza de las amenazas, así como de los ins-

trumentos necesarios para confrontarlas. Por una parte, han concluido 
los conflictos armados internos entre los gobiernos nacionales y grupos 
guerrilleros, con la notable excepción de Colombia. De igual forma, y 
con la excepción del incidente militar en la frontera entre Colombia y 
Ecuador el primero de marzo de 2008, cuando tropas colombianas ata-
caron a miembros de las FARC en territorio ecuatoriano como parte de 
una maniobra para dar de baja a un alto dirigente del grupo guerrillero, 
la gran mayoría de los países latinoamericanos no perciben amenazas 
provenientes de países vecinos o de otros estados. No obstante, en los 
últimos veinte años, han aparecido nuevos fenómenos que han obligado 
a pensar en la reforma de las instituciones de seguridad y defensa. Estas 
nuevas amenazas tienen como característica la asimetría, la no conven-
cionalidad, y su manifestación y origen tanto nacional como transnacio-
nal. En casos extremos han puesto en jaque a gobiernos ante la aparente 
incapacidad de los cuerpos policiales de enfrentar estas nuevas amenazas 
a la seguridad pública e incluso a la gobernabilidad de los países.

En un esfuerzo conjunto, el proyecto “Creando Comunidades en la 
Américas” del Programa Latinoamericano del Woodrow Wilson Center 
y el Centro de Estudios Hemisféricos de Defensa (CHDS) de la Nacional 
Defense University, convocaron en septiembre de 2007, en el marco del 
X Aniversario del CHDS, a un distinguido grupo de expertos para que, 
ante una audiencia mixta que incluía funcionarios, representantes de ins-
tituciones militares y académicos, analizaran el impacto de las amenazas 
irregulares en la agenda de seguridad latinoamericana, y en particular en 
el proceso de las reformas de las instituciones de seguridad y defensa de la 
región. La gravedad de las amenazas ha llevado a los gobiernos y a diver-
sos sectores de la sociedad civil a proponer el uso de las fuerzas armadas 
en tareas de seguridad pública, lucha contra el crimen organizado y el 
narcotráfico. Esta cuestión ha levantado un serio debate entre estudiosos 
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Ángel Rivero

COMENTARIOS:  
Guatemala, El Salvador,  

República Dominicana 

Guillermo Pacheco Gaitán

Un primer eje transmitido por los autores es transversal: un cam-
bio de enfoque de la doctrina de seguridad nacional bajo el es-
quema de la Guerra Fría donde lo militar abarcaba lo policial. 

Conceptualmente diferenciaba muy débilmente la seguridad pública de 
la defensa nacional y era un concepto estado-céntrico donde privilegia-
ban las amenazas provenientes de una perspectiva totalmente militar.

Este cambio de concepto ocasionó un concepto ampliado de la agenda. 
En términos legales para los países analizados, se empieza por el Tratado 
Marco de Seguridad Democrática de Centro América y la Declaración 
para la Seguridad de la Américas.

Esta ampliación de la agenda pasó a considerar una serie de amena-
zas que no tienen relación (o la tienen indirectamente) con lo militar, 
tales como desastres naturales, pandemias, etc. Además, considera a otras 
agendas como los problemas del desarrollo, que producen efectos en la 
agenda de seguridad y que a su vez tienden a dotar de matices de seguri-
dad las preocupaciones populares, así como otros desafíos.

Se entiende como “amenazas irregulares” a aquellas que provie-
nen de actores no estatales o de estados en situación no normal, que 
igualmente se aplica para referirse al empleo de estrategias y tácticas no 
convencionales.

Igualmente se refieren a que las amenazas irregulares pueden coincidir 
con algunas de las nuevas amenazas, pero no con todas, ya que presupone 
a actores estatales o no estatales que expresen una voluntad humana. Por 
ello las nuevas amenazas que consideran las fuerzas de la naturaleza no 
entran en esta categoría.

Resulta interesante observar estas consideraciones a partir de la afir-
mación de Gabriel Aguilera, respecto a que en América Latina el con-
cepto de amenazas irregulares suele referirse a la discusión más amplia 
de las nuevas amenazas. Sobre esta base las definiciones de amenazas 
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Comentarios: Guatemala, El Salvador, República Dominicana 
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irregulares en Centro América y República Dominicana se parecieron 
muchísimo en las exposiciones: narcotráfico y derivados, crimen organi-
zado, maras o pandillas, seguridad fronteriza y terrorismo, por mencio-
nar las más importantes.

El enfrentamiento de las amenazas irregulares ha ocasionado el uso 
de las fuerzas armadas para el apoyo directo de las fuerzas policiales en 
los tres países analizados en este panel. Con mayor proyección y par-
ticipación resulta lo analizado por Lilian Bobea, por la acción que las 
Fuerzas Armadas han tomado en la lucha contra el narcotráfico en la 
República Dominicana. En el caso de Guatemala, la infiltración de la 
Policía Nacional Civil por el crimen organizado ha obligado a la utili-
zación del Ejército para apoyar a las fuerzas de seguridad pública, con el 
necesario incremento de efectivos para satisfacer la demanda en su nueva 
misión. En el caso salvadoreño, Bonilla ratificó que para el Gobierno, la 
seguridad pública es tarea de las fuerzas policiales, aunque el apoyo de la 
Fuerza Armada se da en limitados casos, porque esto se contrapone a los 
principios democráticos y pone en entredicho la capacidad gubernamen-
tal cuyo énfasis es el fortalecimiento institucional policial.

Una diferencia que se evidenció en las presentaciones fue que para 
República Dominicana, el peso del pasado respecto al uso de las fuerzas 
armadas para situaciones de seguridad interna o pública no tiene lastre 
como en Guatemala y El Salvador, donde las fuerzas armadas fueron 
parte de la vida política y de la lucha anti-subversiva en diversas ocasio-
nes en el pasado reciente de ambos países. Esta experiencia determina 
el rechazo de algunos grupos en estos dos países a la participación de las 
fuerzas armadas en tareas de seguridad pública, aunque en momentos es 
la misma población quien lo reclama por estar los índices de violencia 
desbordados, sin que los cuerpos policiales puedan enfrentarlos. Los ín-
dices de violencia han determinado que, para la mayor parte de la pobla-
ción de los tres países contrastados, no importa quién esté combatiendo 
el crimen, sino los resultados que estos esfuerzos arrojen, o sea, que los 
habitantes puedan vivir tranquilos.

Una característica que no debe pasar desapercibida es que en estos tres 
países los analistas perciben los índices de militarización como preocu-
pantes, aunque esta apreciación contrasta con el clamor popular. Además, 
si hacemos una comparación del estado actual de la conducción civil de 
la defensa, curiosamente en los tres ésta aún pasa a estar en manos de 

militares. En el caso de Guatemala, por un mandato constitucional la 
clase política no quiere abrir el tema a discusión por los momentos polí-
ticos, aún cuando un cambio en el mismo queda restringido a un corto 
plazo. En El Salvador, no hay ninguna ley que impida que la defensa sea 
conducida políticamente, pero la clase política ha preferido seguir en la 
línea militar. En República Dominicana, al igual que El Salvador, no 
existe impedimento para el control civil de las fuerzas armadas, aun-
que los tiempos parecieran desiguales, porque los compromisos de clase 
política en este ultimo país están más lejanos de promover cambios, ni 
siquiera en la línea de cambiar el nombre a la Secretaría de Estado para 
las Fuerzas Armadas por una especifica en el tema de defensa.

Esta conducción militar de la defensa, unida a los índices de desbor-
damiento de la violencia sobre las fuerzas públicas de seguridad y la con-
fianza y credibilidad hacia las fuerzas armadas, han determinado que 
en los tres países la reforma de las fuerzas armadas esté vinculada a su 
participación contra las amenazas irregulares, aún cuando no sean éstas 
de carácter militar. El hecho que la población perciba como menos co-
rruptible a las fuerzas armadas las dota de mayor confianza para enfrentar 
las amenazas públicas más angustiantes.




